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Editorial

En este espacio que significa la revista del Departamento de Derecho en esta

oportunidad tenemos el agrado de compartir publicaciones de la comunidad

académica, docentes y alumnos.

En lo que respecta al derecho privado, el año 2016 y lo que estamos transitando

del 2017 están señalando recién las primeras líneas de pensamiento doctrinarias

y jurisprudenciales en lo que refiere a la interpretación y aplicación del Código

Civil y Comercial, que entró en vigencia el 1° de agosto de 2015. Por ello resulta

un gran aporte académico el trabajo que en este número compartimos de los

Dres. Martín López y Viviana Vallaro, docentes de la casa, quienes nos presentan

una mirada acerca del artículo 3 del Código Civil y Comercial, y analizan el deber

de motivación de los jueces y su relación con el principio de razonabilidad.

En el mismo orden de ideas, y con tratamiento de jurisprudencia local, se torna

valioso el trabajo de la Dra. Adriana Giselle Petruszynski titulado: “El impacto del

Código Civil y Comercial en el ordenamiento procesal local”. Pongo especial én-

fasis en este trabajo, que sirvió como trabajo final de su cursado en la Diplomatura

en Derecho Privado en la Universidad durante todo el año 2016,  dictada por pres-

tigiosos docentes locales e invitados de otras provincias. Importante espacio ge-

nerado por la Universidad en materia de actualización que generó trabajos de

calidad que permiten su publicación, como aportes que contemplan la realidad

local. Artículos que refieran al derecho local son difíciles de conseguir por los dis-

tintos operadores del derecho cuando estudiamos temas vinculados a la provin-

cia de Misiones, de allí su especial importancia.

En otro orden de ideas, y ya situados en el derecho público, haciendo un examen

de la Constitución Provincial, el Dr. Diego Somoza, docente de la casa, nos pre-

senta su visión y análisis de la Ley 4.000 de la provincia de Misiones.

Por otra parte, el Dr. Juan Manuel Lezcano, Director del Departamento de Dere-

cho de la UGD, nos comparte sus reflexiones acerca de las “Perspectivas de la for-

mación investigativa de los estudiantes de derecho”, deteniéndose en diferentes

aspectos de la investigación y la enseñanza del derecho.

Agradeciendo el aporte de todos, esperamos que  este número sea de interés de

los lectores. Y para seguir compartiendo este canal de comunicación que edifica

y nos hace crecer en el sano y respetuoso  intercambio de ideas, los invitamos a

ustedes, nuestros lectores, a participar y asumir un rol activo en los números que

siguen, compartiendo sus trabajos.  

Espacio de análisis, 
reflexión y participación

Dra. Carolina Vanesa Rosas
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Introducción
El presente trabajo tiene como obje-

tivo analizar diferentes aspectos de la

investigación y la formación en la acti-

vidad científica en los educandos de la

carrera de abogacía y su integración de

los contenidos de los programas de las

diferentes materias con la actividad in-

vestigativa y profesional.

Entendemos que el tema a analizar se

relaciona tanto con la actividad cientí-

fica de estudiantes como de los  docen-

tes, permitiendo avizorar un panorama

que configura el andamio desde el cual

se ha de analizar la figura del alumno

investigador, inmerso en una forma-

ción de grado muchas veces tecnicista

punto que analizaremos más adelante.

También pensamos que si bien se

abre una transición para repensar los

problemas que les plantean al derecho

tanto en los roles del abogado litigante

como del abogado investigador, cree-

mos que en dicha profundización de

roles se distinguirá con mayor claridad

la problemática de la cientificidad del

derecho.

Es que el abogado deja de ser solo un

“técnico” de aplicación automática de

normas y el docente deja de ser una

vía de  transmisión del conocimiento

teórico en la relación con el educando,

convirtiéndose -en ocasiones- en un

medio de acceso a la investigación a

través de la transmisión de su expe-

riencia como investigador a sus estu-

diantes. 

Así muchas veces no se concientiza

suficientemente de la importancia; y

nos lleva a considerar temas como la

investigación o el proceso de iniciación

de los estudiantes en proyectos desde

las cátedras.

Acerca de la actividad 
académica del alumno 
investigador

Acerca de la actividad investigativa del

alumno de  la carrera de abogacía debe-

mos caracterizar su rol como alumno

investigador, lo cual denota dos activi-

dades que a nuestro entender se vincu-

lan íntimamente: rendimiento

académico y los procesos de iniciación

en la investigación. Particularmente nos

ceñiremos a esta última actividad.

Si bien la discusión mayor pareciera

se centra hoy día en la investigación, no

queremos dejar pasar por alto lo si-

guiente: el carácter “profesional” de la

actividad jurídica. Es decir, que la abo-

gacía en sí misma es una actividad que

requiere de una formación específica y

el desarrollo de competencias, pero la

actividad científica es aquella que pro-

duce conocimiento en nuestra ciencia

corriendo la frontera del conocimiento. 

Esto último pone a las universidades

en el serio compromiso de ofrecer a sus

planteles docentes la formación especí-

fica a la que nos referimos para formar

docentes de excelencia y que estos

puedan formar alumnos investigadores;

pues “enseñar es una tarea compleja

porque exige conocer bien la materia o

actividad, saber cómo aprenden los es-

tudiantes cuyo aprendizaje se ha de

guiar, manejar bien los recursos de en-

señanza que se adecuen mejor a las

condiciones en que ha de realizar su tra-

bajo… conocer bien la propia materia es

una condición fundamental pero no su-

ficiente. La cualidad intelectual del do-

cente, la forma en que ha de abordar

esos contenidos es muy diversa de

cómo lo hace el especialista. Es una

forma de aproximarse a esos contenidos

RESUMEN: En el siguiente trabajo se

ofrece una reflexión sobre diferentes

aspectos de la investigación y la ense-

ñanza del derecho, y en particular,

sobre la integración de los contenidos

de los programas con la actividad in-

vestigativa.

ABSTRACT: In the following paper of-

fers a reflection on different aspects of

research and teaching of law, and in

particular on the integration of program

content to the research activity.

PALABRAS CLAVE: Docencia- activi-

dad profesional- investigación.
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o actividades profesionales pensando en

cómo hacerlas entender por parte de los

alumnos…” (ZALVALA, 2004:111).

Refiriéndose a la enseñanza del dere-

cho en México, Sánchez Vázquez se-

ñala: “… Estamos temporalmente

ubicados en los siglos XVI, XVII y XVIII.

Dicho de otra manera, permea el im-

pacto de la influencia cultural de la Edad

Media, haciendo presencia la escolás-

tica. De ahí que no deba extrañarnos que

en esa época, se consideraba al catedrá-

tico como único y exclusivo sabedor del

conocimiento, a éste, no se le ponía en

duda ni se le cuestionaba” (SÁNCHEZ

VÁZQUEZ, 2011:22). 

Para terminar este apartado

creemos que la relación íntima

entre el perfil exigido hoy para

el egresado de la carrera de

abogacía ya sea en un perfil

específico como el de el abo-

gado litigante o  aquel más

cercano a la actividad acadé-

mica los mismos no son in-

compatibles, sino que

constituyen un todo inescindible,

en el sentido que hacen que afirme-

mos que “esta relación entre la transmi-

sión cultural y la investigación no es una

relación de subordinación de una con la

otra, sino más bien, es una relación di-

námica y ‘circular’, puedo enseñar lo que

investigo o investigar lo que enseño.

Puedo plantear la pregunta porque co-

nozco la respuesta o presentar las res-

puestas para hacer más preguntas y en

definitiva ampliar las respuestas” (DEL

HURTO REY, 2011;8).

La integración de actividad
investigativa con los contenidos
de la materia

Como lo señalamos antes, existe en

nuestras Facultades de Derecho una re-

alidad innegable: la enseñanza que se

imparte es casi exclusivamente teórica.

Esto último creemos hace necesario

que el docente deje de ser solamente

un “libro abierto” y se trasforme en un

docente preocupado por correr la fron-

tera del conocimiento, logrando así in-

tegrar, a su actividad como docente y al

mismo tiempo iniciar a sus alumnos en

la investigación.

Es cierto que las más modernas con-

cepciones pedagógicas procuran supe-

rar el viejo estilo de la clase magistral, de

la “lectio”, que tiene su origen en la tra-

dición medieval, y tienden a sustituirla

por la clase activa, suplantando el mo-

nólogo del catedrático por un diálogo

fecundo, que mantenga despierto el in-

terés de los asistentes y abriría a los jó-

venes nuevos horizontes.

Pero quizás la precisión del Dr. Gon-

zalo Sozzo en sus exposiciones al res-

pecto pueda ayudarnos a clarificar el

hecho que al discutir el perfil de los do-

centes ello se vincula al perfil de estu-

diantes que formamos; en el sentido de

que los mismos forman “técnicos jurídi-

cos” dejando de lado la formación de

“ingenieros jurídicos”, es decir, de quie-

nes piensan y crean las instituciones ju-

rídicas. “De ahí surge la doble función

paradójica de la universidad: adaptarse

a la modernidad científica e integrarla,

responder a las necesidades fundamen-

tales de formación, proporcionar profe-

sores para las nuevas profesiones pero

también, y sobre todo, proporcionar una

enseñanza meta-profesional, meta-téc-

nica, es decir, una cultura”. (MORIN,

1999:86) 

Es por lo dicho hasta ahora que cree-

mos necesaria la integración de los con-

tenidos de las materias con la

investigación, mejorando la enseñanza

mediante el proceso de iniciación de los

alumnos en proyectos  desde las cátedras.

No pretendemos con lo dicho que

todos los estudiantes deban hacer in-

vestigaciones que respondan a una pre-

sentación formal y en el mejor de los

casos sean financiadas; creo que se

debe crear conciencia que no todo

abogado que ejerza la profesión y

la docencia universitaria pueda

ni quiera ser investigador cien-

tífico; pero sí creemos que

todos deben tener presente el

planteo del significado del ser

investigador de nuestra pro-

pia disciplina, curiosos, res-

petuosos y amantes del saber

a transmitir de tal forma que

exista siempre una pregunta a

responder sobre las instituciones

jurídicas, logrando el asombro de lo

nuevo, desconocido y conocido.

Creemos que el docente debe integrar

prácticas investigativas desde su cátedra

y establecer y vincular en la enseñanza

pautas de investigación para así relacio-

narla con los contenidos de su cátedra. 

Algunos aportes para integrar
la actividad científica con las
actividades de la cátedra

Si bien las facultades de derechos y las

universidades tienden en determinados

períodos a adaptarse en todas sus funcio-

nes y misiones, al desarrollo de un perfil

tanto para docentes como para los egre-

sados de la carrera de abogacía, creemos

necesario realizar algunos aportes para

integrar las actividades de la cátedra con

la práctica científica. Ya que al discutir el

perfil de los docentes por añadidura dis-

cutimos el perfil de los estudiantes que

formamos; en el sentido de que los mis-

mos forman “técnicos jurídicos” dejando
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Todos deben tener 
presente el significado 
de ser investigador, 
curiosos, respetuosos 
y amantes del saber a 
tansmitir, de tal forma 
que exista siempre una 
pregunta a responder 
sobre las instituciones 
jurídicas, logrando el 
asombro de lo nuevo, 

desconocido 
y conocido.



PERSPECTIVAS DE LA FORMACIÓN INVESTIGATIVA DE LOS ESTUDIANTES DE DERECHO

de lado la formación de “ingenieros jurí-

dicos”, es decir, de quienes piensan y

crean las instituciones jurídicas

Es por lo dicho que queremos aportar

las siguientes ideas:

1. Profundización de los conocimien-

tos conceptuales, procedimentales y ac-

titudinales, adquiridos en la/s ciencia/s

que son objeto de su formación profe-

sional y plasmarlos en trabajos acadé-

micos desde la materias específicas;

2. Intensificación del aprendizaje de

los métodos de investigación científica

aplicada a las ciencias que son objeto de

su formación profesional;

3. Lograr estímulos que motiven el in-

terés y desarrollo de trabajos de investi-

gación aplicada que permitan fortalecer

los aprendizajes recibidos;

4. Favorecer y acompañar un estado

de reflexión permanente de los alum-

nos acerca del contenido y alcances de

la formación profesional que vienen so-

brellevando en la Universidad;

5. Contribución a la adquisición de

hábitos de estudio e investigación que

constituyan herramientas concretas

para la presentación de ponencias en

congresos y seminarios que habiliten la

participación de los estudiantes;

6. El fortalecimiento de la comunica-

ción de los alumnos con los docentes

de los claustros que favorezcan el esta-

blecimiento progresivo de escuelas y

discipulados;

7. El fortalecer la solidaridad entre los

estudiantes favoreciendo la comunica-

ción y la asociación para la organiza-

ción del estudio regular, como para el

desarrollo de trabajos de investigación e

intercambio de consejos para la realiza-

ción de las tutorías de los mismos;

8. La promoción de la cultura jurídica

en el estudiante, para que sea aplicada a

las problemáticas y temáticas compro-

metidas en su formación profesional;

esto como docentes y egresados de

Universidades Nacionales tanto de ges-

tión pública como privada.

Estos objetivos creemos sólo se po-

drían lograr mediante un cambio de

paradigma en la formación desde la

cátedra, abordando sus dificultades

para integrar la actividad investigativa,

pero ello sin lugar a dudas hace nece-

sario el compromiso institucional

hacia el docente tanto de la unidad

académica como de la universidad;

pues se trata de una tarea mancomu-

nada, que exige de esfuerzo y compro-

miso compartidos.

Por último sostenemos que  la expe-

riencia del abogado en lo investigativo

enriquece y mejora las competencias

especificas de la práctica profesional y

que ambas no son incompatibles ni ex-

cluyentes como muchas veces se ha

afirmado desde algunas agencias o

centros de investigación. 
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Introducción
“Es deber primordial del abogado res-

petar y hacer respetar la ley y las autori-

dades legítimas”1.

La intención de las siguientes líneas

es preguntarnos hasta qué punto debe-

mos intervenir como profesionales del

derecho en cumplimentar con lo pre-

ceptuado por el artículo 5 de nuestro

Código de Ética del Colegio de Aboga-

dos de la Provincia de Misiones. 

¿Debemos respetar y hacer cumplir la

ley en los casos concretos en los que

nos toque intervenir en favor de nues-

tros clientes? o ¿Es una obligación que

debiera surgir de nuestras entrañas

siempre que advertimos la vulneración

de una norma? Y, ¿sí la ruptura del orde-

namiento legal obedece al incumpli-

miento claro y manifiesto de nuestra

norma madre? ¿sí quien la incumpliere

fuere uno de los poderes del Estado?

¿El/la abogado/a debería indignarse

ante tal situación y hacer que se respete

la ley? 

A través de un caso concreto, se des-

cribirá una violación clara, manifiesta,

totalmente ilegítima e indecente a

nuestra Constitución Provincial. En el

año 2005 violamos (todos lo hicimos)

nuestra Constitución Provincial, silen-

ciando a un pueblo completo. 

Con la Ley 4.000, en la Provincia de

Misiones le negamos el reconocimiento

constitucional al pueblo mbya. Hasta el

día de hoy resuenan claros ejemplos de

cómo no se respeta lo preceptuado por

nuestra Constitución y, obviamente, el

ejemplo de lo sucedido con la aplica-

ción de esta ley, siempre reluce de

cómo no se debe actuar institucional y

legalmente.  

Se trata de un caso muy grave de in-

justicia. Desde el punto de vista que se

quiera tomarlo: institucional, jurídico,

antropológico, etc. No se encuentra

fundamento del accionar llevado a

cabo. Y se espera (todavía) con sed de

justicia, una respuesta favorable por

quienes detentan la última palabra en

nuestro sistema de gobierno republi-

cano: los jueces. 

Desarrollo 
La Ley 4.000: Una gesta incompren-

dida de la Provincia de Misiones.  

En junio de 2003 se reúne el pueblo

guaraní “mbya”2 con el presidente de la

legislatura provincial, con la idea de re-

formar la Constitución de la Provincia

de Misiones. Los mbya deciden confec-

cionar un proyecto de enmienda legis-

lativa con el fin de que sean

reconocidos a nivel constitucional sus

derechos como pueblo originario. Rea-

lizan el proyecto en su lengua materna. 

El 6 de noviembre de 2003, luego de

presentado el proyecto ante la Cámara

de Representantes de la Provincia de

Misiones, habiéndose traducido el pro-

yecto en el idioma del hombre blanco,

los treinta y cuatro (34) representantes

de la legislatura que se encontraban en

ese momento sesionando aprueban por

unanimidad la Ley Nº 4.000, que pre-

tendía modificar el art. 9 de la Constitu-

ción de la Provincia de Misiones, con el

fin de agregarle cuatro párrafos. El de-

creto 1.669 de fecha 21-11-2003 pro-

mulga la ley, y el día 25-11-2003 dicha

normativa aparece en el boletín oficial. 

Esta ley es vanguardista para la Na-

ción Argentina. Nótese que los miem-

bros del pueblo originario redactan su

propia ley, sometiéndose a las institu-

ciones y la voluntad del hombre blanco,

solicitando el reconocimiento de ellos

como pueblos originarios de la región.

No existe otro precedente que tenga

comparación.  

Según lo estipulado por la Constitu-

ción de la Provincia de Misiones, se es-

tablece un sistema de modificación de

la constitución a través de la enmienda

legislativa en los casos que se trate sola-

mente de modificar un solo artículo de

su cuerpo legal, debiendo recurrirse a

una consulta popular en donde el pue-

blo vota y decide si quiere o no reformar

la constitución en ese tema específico,

en ese artículo predeterminado (sistema

semi-flexible distinto a Nación que

posee un sistema relativamente rígido

de reforma)3. La ley que convoca a esta

consulta y pretende esta modificación

fue aprobada con el número 4.000. 

La Constitución establece que en las

próximas elecciones a realizarse se debe

llamar a consulta popular. 

En el año 2005 al momento de ser las

elecciones en la provincia de Misiones

(renovación parcial de la Cámara de Re-

presentantes), inexplicablemente no se

llama a consulta popular con el objeto

7

1- ARTÍCULO 5: CÓDIGO DE ÉTICA PROFESIONAL, Sancionado por Asamblea Extraordinaria celebrada el día 30 de septiembre de 1 1978 en Posadas, Misiones. 
2- Los mbyá o mbya son un a rama del pueblo guaraní que habita en Paraguay, Brasil y Argentina (en la Provincia de Misiones).
3- ART. 179 CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE MISIONES: ENMIENDA LEGISLATIVA. REQUISITOS. QUÓRUM. 3 CONNVOCATORIA. LIMITACIÓN.“La enmienda o reforma de un
solo artículo podrá ser sancionada por el voto de los dos tercios de la totalidad de los miembros de la Cámara de Representantes y el sufragio afirmativo del pueblo de la
Provincia, convocando al efecto en oportunidad de la primera elección de carácter provincial que se realice, en cuyo caso la enmienda o reforma quedará incorporada al
texto constitucional…” 

Dr. Diego Somoza, Abogado. Docente de Derecho Constitucional de la UGD. Coordinador Regional de los CAJ del Ministerio de

Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

La Ley 4.000 en la provincia de Misiones
Una gesta sin precedentes ¿Hasta cuándo seguiremos mirando hacia el costado?
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de reformar este artículo 9 de la Consti-

tución. A través del Decreto 424/05, el

gobernador no convoca al referéndum

establecido constitucionalmente. El re-

presentante del Poder Ejecutivo decidió,

a través de un decreto, no consultar a la

ciudadanía sobre el reconocimiento o

no de los pueblos originarios en la

Constitución provincial. 

En abril de 2005, distintas organiza-

ciones de aborígenes realizan un re-

clamo ante el Tribunal Electoral. La

comunidad mbya solicita que se cum-

pla con lo establecido constitucional-

mente. El tribunal recibe el reclamo y

notifica al gobernador de la provin-

cia. Nunca hubo una respuesta. 

Al momento de las elecciones

del año 2007 se vuelve a for-

malizar un reclamo por parte

de la comunidad aborigen,

solicitando que se cumpla

con el llamado a referéndum,

y se haga cumplir la ley apro-

bada por unanimidad en la cá-

mara de representantes. No

obtienen respuesta.  

En ese mismo año un diputado pro-

vincial reclama ante la legislatura el

cumplimiento de la ley 4.000, presen-

tando un proyecto ley nuevo, con idén-

tico contenido del cual había sido

presentado por el pueblo mbya y apro-

bado por los legisladores misioneros,

fundamentándose en el peligro de que

se argumente por algún sector cercano

al Ejecutivo misionero, una caducidad

institucional por no haberse realizado la

consulta en el año 2005, siguiendo el

mecanismo de reforma indicado por la

Constitución de la provincia. No se

aprobó el proyecto.  

Abogados del foro local hicieron pre-

sentaciones administrativas solicitando

al gobernador que se expida sobre este

tema. En su momento, fue de conoci-

miento público este hecho gracias a al-

gunos medios de comunicación. La

voluntad contraria a que se cumpla con

este precepto constitucional -la cabeza

del poder ejecutivo- jamás emitió opi-

nión al respecto, manteniéndose firme

en su propósito de que esa ley no cum-

pla con el fin establecido y resguardado

por la Constitución de la Provincia de

Misiones.  

En el año 2009, distintas organizacio-

nes civiles vuelven a reclamar la omi-

sión del referéndum con el fin de ser

reconocido constitucionalmente el

pueblo mbya en la provincia. No hay

respuesta. 

Nos encontramos ante un claro

ejemplo de discriminación e inconsti-

tucionalidad. Se trata de un antecedente

histórico en nuestra República, en

donde un pueblo indígena reclama que

se reconozcan en forma constitucional

sus derechos. Se somete a las reglas del

hombre blanco, siendo aprobada dicha

iniciativa por las instituciones que rigen

a una sociedad, a una cultura con la cual

no se identifican y muchas veces no se

sienten parte. Luego de ser aprobada la

iniciativa por todos los legisladores pre-

sentes, el Poder Ejecutivo a través de un

decreto no cumple con lo preceptuado

por la Constitución de la provincia de

Misiones, excluyendo la voluntad de un

grupo social, que solicitaba ser recono-

cido a los fines de su auto-determina-

ción como pueblo. 

La ley incorpora modificaciones a la

constitución provincial con el objeto de

garantizar a la comunidad mbya gua-

raní el respeto a su identidad y educa-

ción bilingüe e intercultural, la

personería jurídica de sus comunidades

y organizaciones. Además del derecho

de participación plena a través de sus

representantes en la gestión de sus re-

cursos naturales, el derecho de mante-

ner, desarrollar y administrar servicios

propios de salud, reconocer la posesión

y propiedad comunitaria de las tierras

que tradicionalmente ocupan y asegu-

rar su patrimonio cultural y propie-

dad intelectual.  Para otorgar

transparencia a lo dicho, refleje-

mos la sanción del texto: La

Cámara de Representantes de

la provincia sanciona con

fuerza de Ley: Artículo 1.-

Modifícase el artículo 9o del

Título Segundo - Capítulo

Único de la Constitución Pro-

vincial, el que quedará redac-

tado de la siguiente manera:

“Artículo 9.- Los habitantes en la

Provincia tienen idéntica dignidad

social y son iguales ante la ley, la que

deberá tener acción y fuerza uniformes

para todos y asegurar igualdad de opor-

tunidades. Cada habitante tiene el deber

de contribuir de acuerdo a sus posibili-

dades al bienestar común y el correla-

tivo derecho de participar de sus

beneficios. La Provincia reconoce la

preexistencia étnica y cultural del pue-

blo indígena Mbya, garantizando el res-

peto a su identidad y el derecho a una

educación bilingüe e intercultural, a ser

impartida, preferentemente, por docen-

tes y auxiliares indígenas. 

Reconoce y garantiza la personería

jurídica de sus comunidades y organi-

zaciones y, asimismo, el derecho de

participación plena, a través de sus re-

presentantes, en la gestión de sus recur-

sos naturales; el derecho a usar,

mantener, desarrollar y administrar ser-

vicios propios de salud y demás intere-

ses que los afecten. Reconoce la

LA LEY 4.000 EN LA PROVINCIA DE mISIONES

La ley incorpora modifica-
ciones a la Constitución

provincial a fin de garantizar
a la comunidad mbya gua-
raní el respeto a su identidad
y educación bilingüe e in-
tercultural, la personería ju-
rídica de sus comunidades y
organización, además del
derecho de participación
plena en la gestión de sus

recursos naturales.
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posesión y propiedad comunitaria de

las tierras que tradicionalmente ocupan

y regula la entrega de otras aptas y sufi-

cientes para el desarrollo humano. Nin-

guna de ellas será enajenable,

transmisible, prescriptible ni susceptible

de gravámenes o embargos. Asimismo,

asegura su patrimonio cultural y propie-

dad intelectual. 

Los municipios pueden ejercer con-

currentemente estas atribuciones”.  

Como se podrá observar, se trata de

un artículo realmente interesante y de

gran importancia para el pueblo gua-

raní. La pregunta a responder es: ¿A

quién hubiere perjudicado si se respe-

taba el mandato constitucional? Todavía

es una intriga en esta provincia, no

comprendiendo el porqué de la nega-

ción a qué se reconozcan éstos dere-

chos al pueblo indígena que habita en

nuestro suelo misionero. 

Y eso no es todo…  

En la provincia de Misiones se ha cre-

ado y aprobado por ley el digesto jurí-

dico. Una herramienta práctica que han

utilizado varias provincias de la Argen-

tina en los últimos años para reordenar

el gran compendio de leyes existentes

en su jurisdicción. Al momento del aná-

lisis de la ley 4.000, se habrán pregun-

tado los especialistas que estaban a

cargo de tan importante y grata tarea

¿Qué hacer con ella? La derogaron.

¿Cuál es el fundamento? CADUCIDAD

POR OBJETO CUMPLIDO. Eso expresa

textualmente el digesto jurídico de la

Provincia de Misiones en su anexo C –

Caducidades. En honor a la verdad fác-

tica de lo sucedido, en los fundamentos

por la derogación y no aplicación de la

presente ley, debería expresarse caduci-

dad por OBJETO INCUMPLIDO. 

Acción de Inconstitucionalidad… 

¿Y luego? 

Esto continúa con una acción de in-

constitucionalidad presentada ente el

Superior Tribunal de Justicia. En Misio-

nes, en el juicio de declaración de in-

constitucionalidad tiene competencia

originaria el S. T. J. Actualmente, se en-

cuentra tramitando esta demanda de

inconstitucionalidad en la cabeza del

poder judicial de la provincia. Dejando

de lado la conciencia por hacer justicia

y las ganas de querer confiar en nues-

tros tribunales; es de público conoci-

miento que el Superior Tribunal se

siente influenciado por el poder ejecu-

tivo. Seguramente en este caso, no se

hará justicia en el máximo tribunal de la

provincia, y el caso terminará siendo

analizado por el más alto tribunal de

nuestra nación. 

Esperanzado, espero el transcurso del

tiempo para que, luego de habilitada la

vía recursiva a la Corte Suprema de Jus-

ticia de la Nación, los Ministros se hagan

cargo de la presente demanda de in-

constitucionalidad y hagan justicia para

el pueblo mbya de la provincia de Mi-

siones y para la sociedad en general,

otorgando un mensaje de qué hay re-

glas a cumplir en un estado de derecho

y la Constitución es la más importante

de todas ellas. 

¿Y mientras? ¿Qué nos queda?

Y… Nos queda defender nuestra

Constitución, tan joven y golpeada. Sí

no podemos hacer valer la norma más

importante de la provincia, ¿qué queda

para el resto de nuestro ordenamiento

jurídico? ¿Qué mensaje le damos a la

sociedad, a nuestros alumnos de dere-

cho en las aulas, a nuestros clientes que

reclaman justicia?  

Si el estado de derecho depende de la

voluntad política de quien nos repre-

senta, hemos errado en la idea de repú-

blica. La soberanía popular como

principio republicano se desvanece en

un instante.

Nosotros, los profesionales del dere-

cho, que nos gusta lo que hacemos y

amamos nuestra profesión, debemos

poner un freno ante estas violaciones

constitucionales, debemos ser la voz del

pueblo ante estas gestas indecentes e

intentar con nuestro saber marcar el

rumbo correspondiente. El camino del

respeto hacia la constitución, el camino

hacia la justicia. 
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Introducción
El deber de los jueces de resolver los

casos sometidos a su jurisdicción se en-

contraba contemplado en el art. 15 del

Código Civil de Vélez Sarsfield. El nuevo

art. 3 del Código Civil y Comercial

(CCyC) formula un agregado no pre-

visto en el mencionado art. 15, al expre-

sar que “la decisión debe ser

razonablemente fundada”.

Esta innovación abre el análisis hacia

el deber de los jueces de fundar sus sen-

tencias que tiene como correlato el de-

recho de los justiciables a obtener una

resolución fundada o motivada por

parte del órgano jurisdiccional.

El derecho-deber de motivar las sen-

tencias constituye una manifestación

del derecho a la tutela judicial efectiva o

al debido proceso, contemplado en la

nueva visión dada al art. 18 de la Cons-

titución Nacional.

Es que el art. 18, establece las reglas,

principios y garantías del debido pro-

ceso, tanto sustantivo como adjetivo.

De la inviolabilidad de la defensa en jui-

cio, se deriva el derecho al proceso,

pues para que exista defensa, debe pre-

viamente asegurarse mediante garan-

tías que el mismo se desarrolle

debidamente y además que se tenga

oportunidad de acceder al proceso. 

Justamente, el debido proceso legal

ha ido evolucionando, desde el derecho

a la defensa en juicio y el derecho a la

jurisdicción, a un derecho fundamental

a la protección eficaz por parte de los

tribunales de justicia, denominado de-

recho a una tutela judicial efectiva2.  

Esta nueva visión del art. 18, viene a

complementarse con la expansión del

bloque de constitucionalidad que a tra-

vés de la incorporación de los tratados

de Derechos Humanos -art. 75 inc. 22

Constitución Nacional (CN)- debe ser

analizado a la luz de las disposiciones de

la Convención Americana de Derechos

Humanos y de la Jurisprudencia de la

Corte Interamericana de Derechos Hu-

manos.

La Argentina al ratificar, por medio de

la Ley Nº 23.054 (sancionada en Marzo

de 1984), la Convención Americana

sobre Derechos Humanos o Pacto de

San José de Costa Rica, acepta y reco-

noce la competencia tanto de la Comi-

sión como de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos.

Justamente en el ámbito del Sistema

Interamericano de Derechos Humanos

el deber de motivación de la sentencia

constituye un componente fundamen-

tal de las garantías del debido proceso

legal.
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2- Cfr. TOLLER Fernando M., El moderno derecho a la tutela judicial efectiva: de las garantías formales al derecho a la protección de los derechos materiales”, Derecho Adminis-
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SUMARIO: En el presente trabajo se

analiza el deber de motivación de los

jueces y su relación con el principio de

razonabilidad aplicable a toda decisión

jurisdiccional, de acuerdo a lo dispuesto

por el art. 3 del Código Civil y Comercial

recientemente sancionado. 

A través del pensamiento de destacados

juristas nacionales, así como del pano-

rama brindado por el Sistema Inter-

americano de protección de los

Derechos Humanos y la destacada ju-

risprudencia de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos, se podrá visua-

lizar que las decisiones razonablemente

fundadas componen la garantía del de-

bido proceso legal. El deber de funda-

mentar las sentencias es hoy parte del

derecho fundamental a una tutela judi-

cial efectiva.

PALABRAS CLAVE: juez - deber de re-

solver - razonabilidad - Sistema Inter-

americano de Derechos Humanos

“Los jueces son, en cuanto ministros de la ley, servidores del derecho para la realización de la justicia, que puede alcanzarse

con resoluciones positivamente valiosas, derivadas razonablemente del ordenamiento jurídico vigente... incluso en los prin-

cipios que lo integran para la decisión de los casos concretos”.

FALLO CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN1



Pero además de fundada, el precepto

bajo análisis establece que debe ser “ra-

zonada” es decir sus fundamentos

deben abarcar tanto el camino lógico-

racional, o conforme a la razón, como el

aspecto sustantivo o axiológico, el ca-

mino de “lo justo”.

El presente trabajo aborda la motiva-

ción de las sentencias judiciales anali-

zando el art. 3 del CCyC, partiendo del

Anteproyecto de reforma, presentado

por la Comisión Redactora del Código,

pasando por el panorama brindado por

el Código de Ética Iberoamericano, para

ahondar en el tratamiento del tema en

el Sistema Interamericano de protec-

ción de los derechos humanos.

Utilizamos en el desarrollo del trabajo

extractos de las tesis de Maestría en Ma-

gistratura y Derecho Judicial de la Uni-

versidad Austral, como aportes

sustanciales al contenido del artículo

analizado.

Decisión razonablemente
fundada

En los fundamentos de la Comisión

redactora del anteproyecto se afirmó

que “se regula la obligación de decidir,

dirigida a los jueces, conforme con la

tradición en nuestro Código Civil” Y

agregan que la decisión debe ser razo-

nablemente fundada, “esta disposición

se aplica extensivamente a todos los

jueces que deben decidir casos con

obligación de fundarlos”3. Así el nuevo

CCyC revaloriza el rol de los jueces en la

resolución de los conflictos judiciales.

Entonces, además de estar fundada,

se exige que tal fundamentación sea ra-

zonable. Así el adverbio utilizado “razo-

nablemente” indica que debe ser

conforme a la razón, como un acto de

discurrir el entendimiento, argumento

o demostración que se aduce en apoyo

de alguna cosa.

Así la norma consagra, el principio de

razonabilidad, ya precedido en la Cons-

titución Nacional, en la jurisprudencia

nacional y en el sistema interameri-

cano; y ahora expresamente en el

CCyC, al estipular que la razonabilidad

es lo contrario de la arbitrariedad.

Es útil recordar que, en el Estado de

Derecho Constitucional en que vivimos,

es trascendente que el juzgador funda-

mente las decisiones jurisdiccionales.

Como sostiene el Alto Tribunal corren-

tino, al referirse a este tema: “…Resulta

así imprescindible que la sentencia ex-

plicite los argumentos de derecho o de

hecho en los que funda sus conclusio-

nes decisivas, ya que, cabe reiterar, la

falta de esta argumentación básica de

sus fundamentos decisivos priva a los

justiciables del más elemental derecho

de fiscalizar el proceso reflexivo del sen-

tenciador.” Agrega que “…A la par que

posibilita el control social difuso sobre el

ejercicio del poder por los jueces, ya que

destinatarios de las resoluciones judi-

ciales no son solamente las partes de un

litigio dado sino también y fundamen-

talmente, el pueblo, Juez de los jueces”4.

Entiendo que exigir a los jueces que

sus sentencias sean razonablemente

fundadas, no es producto del imagina-

rio de los justiciables, sino que es una

acción con basamento constitucional

conforme a la cual, las decisiones judi-

ciales deben contener una resolución

clara, cierta y motivada de los asuntos

que generaron su expedición.

Como sostiene Leandro Guzmán “la

motivación de la sentencia es una ga-

rantía estructural de una jurisdicción

democrática, de la independencia del

juez y del proceso, del respeto por el

principio de defensa en juicio y del in-

terés de la comunidad”5.  

Y señala Rodolfo Vigo que: “Las socie-

dades democráticas imponen un es-

fuerzo justificatorio especial por parte de

aquellos que ejercen el poder. El mero

argumento de autoridad ya no satisface

en el ámbito de una cultura que descon-

fía del poder y que se nutre del plura-

lismo. Esas razones de índole política y

social han fortalecido la necesidad de

motivación que pesa sobre los jueces…”6. 

La argumentación no sólo abarca la

justificación interna -consistente en la

necesidad de explicar y describir el ca-

mino lógico-jurídico que el juez ha re-

corrido- sino también la justificación

externa -que refiere al contenido sus-

tancial de la decisión, los valores y prin-

cipios presentes en la resolución-7. 

El art. 3° debe ser analizado conjunta-

mente con el art. 2° del Código Civil y

Comercial que dice "...La ley debe ser in-

terpretada teniendo en cuenta sus pala-

bras, sus finalidades, las leyes análogas,

las disposiciones que surgen de los tra-

tados sobre derechos humanos, los

principios y los valores jurídicos, de

modo coherente con todo el ordena-

miento". Estas pautas interpretativas,

constituyen un universo de herramien-

tas para que los fallos judiciales sean

una decisión razonablemente fundada.

Además, el Código Iberoamericano de

Ética Judicial explicita en qué consiste el

deber de motivar la sentencia. Así el art.

19 indica: “Motivar supone expresar, de

manera ordenada y clara, razones jurídi-

camente válidas, aptas para justificar la

decisión”  y el art. 20 agrega: “Una deci-

sión carente de motivación es, en princi-

pio, una decisión arbitraria, sólo tolerable

en la medida en que una expresa dispo-

sición jurídica justificada lo permita”.

La fundamentación de las decisiones

judiciales constituye una garantía del

correcto ejercicio del poder conferido a

las instituciones judiciales; pese a que

aún hoy, persiste en algunos ámbitos, la

visión pretendidamente objetiva y asép-

tica del derecho, siendo que la perspec-

tiva juridicista del paradigma del Estado

de Derecho decimonónico8 ha entrado

Breves reflexiones del art. 3 Código Civil y Comercial de la Nación

3- Fundamentos del Anteproyecto de Código Civil y Comercial de la Nación Comisión de Reformas Decreto 191/2011http://www.nuevocodigocivil.com/wp-content/uploads/2015/02/5-
Fundamentos-del-Proyecto.pdf 
4- STJ de Corrientes, “M., O. A. c/ F., A. M”, 25/09/2014, en Revista Actualidad Jurídica. Familia y Niñez, n° 127, año X, noviembre, Córdoba, Nuevo Enfoque, 2014, 4062.
5- GUZMÁN, Leandro, Derecho a una sentencia motivada,  Ed. Astrea, 2003, 11.
6- VIGO Rodolfo Luis, Interpretación jurídica, (del modelo iuspositivista legalista decimonónico a las nuevas perspectivas), Rubinzal Culzoni, Buenos Aires, 2006, 36.
7- Ibidem
8- VIGO Rodolfo Luis, “La ética en la interpretación judicial”, en Cianciardo Juan (coord.), La interpretación en la era del neoconstitucionalismo. Abaco de Rodolfo Depalma,
Buenos Aires, 2006, 345 ss., 346.

11



en franco retroceso.

Más aún, cuando en los tiempos

actuales predomina el paradigma

del Estado de Derecho Cons-

titucional y Convencional,

que requiere una labor

más creativa del juez.

Esta labor creativa -

opuesta a la labor del

juez como boca de la

ley- no implica describir

y sistematizar sin nin-

gún compromiso de va-

lores. Al contrario, se

advierte una irrupción de va-

lores, principios y derechos

fundamentales que cargan al dere-

cho de un contenido moral ineludible9. 

Motivación de la sentencia en
el sistema interamericano

El deber de motivación de las senten-

cias que pesa sobre los jueces es una

consecuencia del sistema republicano y

democrático de gobierno que exige la

justificación del ejercicio del poder.

En el ámbito del Sistema Interameri-

cano de Derechos Humanos el deber de

motivación de las sentencias es un

componente de la garantía del debido

proceso legal, y debe ser interpretado a

la luz de la jurisprudencia de la Corte

Interamericana de Derechos Humanos

En el caso “Apitz Barbera” la Corte

Interamericana de Derechos Humanos

ha señalado que la motivación “es la ex-

teriorización de la justificación razonada

que permite llegar a una conclusión. El

deber de motivar las resoluciones es una

garantía vinculada con la correcta admi-

nistración de justicia, que protege el de-

recho de los ciudadanos a ser juzgados

por las razones que el Derecho suminis-

tra, y otorga credibilidad de las decisio-

nes jurídicas en el marco de una

sociedad democrática”10. 

En los casos “Yatama vs.  Nicaragua” y

“Chaparro Alvarez vs. Ecuador”, también

expresó: “El Tribunal ha resaltado que

las decisiones que adopten los órganos

internos que puedan afectar derechos

humanos deben estar debidamente

fundamentadas, pues de lo contrario

serían decisiones arbitrarias”11. 

Es así que la Corte Interamericana de

Derechos Humanos, señala: “el deber de

motivación es una de las garantías in-

cluidas en el art. 8.1 de la Convención

para salvaguardar el derecho a un de-

bido proceso”12. 

En el mismo caso refiere al contenido

del deber de motivación sosteniendo

que: “la argumentación de un fallo debe

mostrar que han sido debidamente to-

mados en cuenta los alegatos de las par-

tes y que el conjunto de pruebas ha sido

analizado…la motivación demuestra a

las partes que estas han sido oídas y, en

aquellos casos en que las decisiones son

recurribles, les proporciona la posibili-

dad de criticar la resolución y lograr un

nuevo examen de la cuestión ante las

instancias superiores”13. 

Resulta determinante para interpretar

el alcance de la garantía de motivación

de las sentencias -como parte inte-

grante del debido proceso- realizar en

cada caso un control de convenciona-

lidad.

Por lo tanto compete al Estado Argen-

tino y en particular al Poder Judicial, re-

alizar en el marco del control de

convencionalidad, el análisis de la Con-

vención y de la interpretación de la

misma por parte de la Corte Interame-

ricana de Derechos Humanos, en rela-

ción al alcance del deber de motivación

de las sentencias judiciales.

Como corolario de lo expuesto hasta

aquí, cabe destacar que el deber de mo-

tivación es un componente más de la

garantía del debido proceso legal, que

implica la necesaria función de los ór-

ganos jurisdiccionales de los Estados
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9- Cfr. Idem, 347.
10- Corte IDH, “Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela.” Sentencia del 5 de agosto de 2008, pár. 77.
11- Corte IDH, Caso “Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. vs. Ecuador.” Sentencia del 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, pár. 107. Caso “Yatama vs. Nicaragua.” Sentencia
del 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párrs. 152 y 153.
12- Corte IDH, “Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela.” Sentencia del 5 de agosto de 2008, pár. 78.
13- Idem.

“Una decisión carente
de motivación es, en
principio, una deci-
sión arbitraria, sólo to-
lerable en la medida en
que una expresa dis-
posición jurídica justi-
ficada lo permita”.



partes del Sistema Interamericano de

protección de los derechos humanos,

de resolver las decisiones sometidas a

su conocimiento teniendo en cuenta lo

alegado por las partes y las pruebas ana-

lizadas en el proceso.

CONCLUSIONES

Para concluir, consideramos -por un

lado- que la novedad del artículo bajo

análisis se encuentra en el agregado

final, en la expresión "mediante una de-

cisión razonablemente fundada", de la

mano del Estado de Derecho Constitu-

cional y Convencional que vivimos,

exige justificar a los jueces mejor las de-

cisiones, abandonando formalismos y

prácticas inconducentes, para pasar a

explicar de un modo claro las verdade-

ras razones que motivan la decisión,

mejorando el contenido argumental y

posibilitando el control de lo decidido

por los interesados.

El deber apuntado no es menor, si re-

paramos en las deficiencias que la prác-

tica del derecho suele mostrar a través

de textos que presentan escasez o au-

sencia total de argumentos, falacias de

distinto tipo, argumentación incondu-

cente o incoherente con la conclusión,

recurrencia interminable a citas y trans-

cripciones que no siempre guardan re-

lación lógica y concreta con las

postulaciones o resoluciones que pre-

tenden fundarse

Y por otro lado, conforme al Sistema

Interamericano de Derechos Humanos

entendemos que el deber de motivar las

decisiones judiciales, es un compo-

nente de la garantía del debido proceso

legal y recae por igual sobre todos los

órganos jurisdiccionales de los Estados

parte del sistema.

Es así que el juez –expresamente in-

dicado en el art. 3 del CCyC- que debe

dirimir los asuntos que caen bajo su ju-

risdicción mediante una decisión razo-

nablemente fundada. Conjuntamente

con este recaudo, la resolución judicial

deberá contener los argumentos jurídi-

cos respetando la subsunción de los he-

chos al derecho, con estricta

adecuación a los mandatos constitucio-

nales y convencionales emergentes de

la Constitución Argentina, muy espe-

cialmente los vinculados a los tratados

constitucionalizados (art. 75. inc. 22

C.N.), y la jurisprudencia emanada de la

aplicación de dichos instrumentos.
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“El impacto del Código Civil y Comercial en 
el ordenamiento procesal local”

Introducción
El presente trabajo tiene como obje-

tivo explicar en primer lugar las nocio-

nes básicas del nombre y del apellido,

para luego centrarse en el tema princi-

pal que es el apellido de los hijos en el

nuevo Código Civil y Comercial, que

entró a regir el 1° de agosto de 2015. 

Luego se va a analizar cuál ha sido la

evolución del apellido antes y después

de la reforma del Código Civil y Comer-

cial, desde la Ley 18.248 hasta nuestros

días.

Así mismo, quiero exponer cómo se

recogen en el Código los principios que

surgen de la Constitución y de las con-

venciones que protegen a la mujer tra-

vés de la eliminación de disposiciones

que mantenían desigualdades entre los

hombres y las mujeres al momento de

la elección del apellido para sus hijos.

Finalmente se va a analizar jurispru-

dencia a nivel nacional y provincial re-

ferida al tema.

Desarrollo
“Nociones básicas del nombre y 

del apellido en el nuevo Código Civil

y Comercial de la Nación”

Para empezar a desarrollar el tema es

importante tener en cuenta que Vélez

Sarsfield no legisló sobre el nombre de

las personas, sino que fue recién en el

año 1969 cuando se sanciona la ley

18.248, que integra el Código Civil, es

decir que a partir de allí quedó regulado

el nombre y el apellido de las personas. 

Finalmente con la sanción del Código

Civil y Comercial, que entró a regir el 1

de agosto de 2015, quedó regulado in-

tegralmente el nombre de las personas.

“La persona humana posee, por el

sólo hecho de serlo, atributos, cualida-

des inseparables, inherentes al sujeto de

derecho, sin las cuales no se lo podría

considerar tal. Esos atributos son cuatro:

el nombre, la capacidad, el estado y el

domicilio”1. 

Los atributos son las cualidades que

hacen a la esencia de su personalidad y

que determinan su individualidad. Estos

atributos en su conjunto conforman a la

persona, nacen y mueren con el ser hu-

mano, hacen que se les reconozcan

como un ser único e irrepetible en la

sociedad.

A continuación se va a definir el

nombre como: “el medio de identifica-

ción de las personas en la sociedad”2.

Como se ve el nombre permite identifi-

car a cada persona en relación con las

demás, se trata de un derecho persona-

lísimo, donde viene a cumplir varias

funciones, una tiene que ver con el in-

dividuo mismo en su esfera personal,

porque le otorga individualidad para ser

uno y no otro; y otra, destinada a la

identificación de esa misma persona

ante los demás, a su individualización

ante la sociedad. 

La palabra nombre puede tener dos

acepciones, en sentido restringido se

refiere al nombre propio, y en sentido

amplio se refiere al conjunto de voca-

blos formado por el prenombre o nom-

bre de pila y el o los apellidos. 

El prenombre o nombre de pila según

Borda “viene a ser el elemento distintivo

para diferenciar a una persona del resto

de los integrantes de la misma familia.

Permite la indicación del sexo de cada

sujeto, y es susceptible de ser masculino

o femenino. Sin desconocer la impor-

tancia del factor voluntario en su elec-

RESUMEN: En el presente trabajo in-

tentaremos desarrollar las nociones bá-

sicas del nombre y apellido, para luego

analizar el tema principal que es el ape-

llido de los hijos en el nuevo código

civil y comercial.

Así mismo voy a mencionar varios fa-

llos tanto nacionales como de la pro-

vincia de Misiones, donde dejaré

reflejados los criterios de los jueces

sobre el tema en cuestión.



ción, la cual responde a una elección

discrecional dentro de ciertos límites, la

elección del prenombre solo se produce

una vez operada la inscripción”3. 

Rivera ha definido al apellido como “la

designación común a todos los miem-

bros de una familia”4.   Se puede distin-

guir entre apellido simple, doble y

compuesto. 

El apellido simple es el que se com-

pone por un solo elemento. 

El apellido doble es el que resulta de la

agregación del apellido materno al pa-

terno, este apellido va variando de

generación en generación por las

distintas agregaciones.

El apellido compuesto es in-

alterable y es el que está inte-

grado por dos apellidos

inseparables, de modo que si

se omite o suprime  uno de

ellos la denominación queda

incompleta.

El código Civil y Comercial,

regula todo lo atinente al nombre

en diez artículos (artículo 62 a 72),

que se encuentran contenidos dentro

del “Libro Primero” “Parte General”, “Tí-

tulo Primero” “Persona Humana”, “Capí-

tulo Cuarto”, de este modo deroga a la

ley 18.248.

Así, el artículo 62 señala que “la per-

sona humana tiene el derecho y el

deber de usar el prenombre y el apellido

que le corresponden”. 

Además se establece en el artículo 63

que “la elección del prenombre está su-

jeta a las siguientes reglas: a) corres-

ponde a los padres o a las personas a

quienes ellos den su autorización para

tal fin; a falta o impedimento de uno de

los padres, corresponde la elección o

dar la autorización al otro; en defecto de

todos, debe hacerse por los guardado-

res, el Ministerio Público o el funciona-

rio del Registro del Estado Civil y

Capacidad de las Personas; b) no pue-

den inscribirse más de tres prenombres,

apellidos como prenombres, primeros

prenombres idénticos a primeros pre-

nombres de hermanos vivos; tampoco

pueden inscribirse prenombres extrava-

gantes; C) pueden inscribirse nombres

aborígenes o derivados de voces aborí-

genes autóctonas y latinoamericanas”.

En el artículo 69 se prevé que el cam-

bio de prenombre o apellido: “sólo pro-

cede si existen justos motivos a criterio

del juez. Se considera justo motivo, de

acuerdo a las particularidades del caso,

entre otros, a: a) el seudónimo, cuando

hubiese adquirido notoriedad; b) la rai-

gambre cultural, étnica o religiosa; c) la

afectación de la personalidad de la per-

sona interesada, cualquiera sea su

causa, siempre que se encuentre acre-

ditada. Se consideran justos motivos, y

no requieren intervención judicial, el

cambio de prenombre por razón de

identidad de género y el cambio de pre-

nombre y apellido por haber sido víc-

tima de desaparición forzada,

apropiación ilegal o alteración o supre-

sión del estado civil o de la identidad”.

El artículo 70 regula el proceso para

proceder al cambio de prenombre o

apellido, estos “deben tramitar por el

proceso más abreviado que prevea la ley

local, con intervención del Ministerio

Público. El pedido debe publicarse en el

diario oficial una vez por mes, en el

lapso de dos meses. Puede formularse

oposición dentro de los quince días há-

biles contados desde la última publica-

ción. Debe requerirse información

sobre medidas precautorias existentes

respecto del interesado. La sentencia es

oponible a terceros desde su inscripción

en el Registro del Estado Civil y Capaci-

dad de las Personas. Deben rectificarse

todas las partidas, títulos y asientos re-

gistrales que sean necesarios”.

El artículo 71 prevé las acciones de

protección del nombre:“Puede ejer-

cer acciones en defensa de su

nombre: a) aquel a quien le es

desconocido el uso de su nom-

bre, para que le sea reconocido

y se prohíba toda futura im-

pugnación por quien lo niega;

se debe ordenar la publicación

de la sentencia a costa del de-

mandado; b) aquel cuyo nom-

bre es indebidamente usado por

otro, para que cese en ese uso; c)

aquel cuyo nombre es usado para la

designación de cosas o personajes de

fantasía, si ello le causa perjuicio mate-

rial o moral, para que cese el uso. En

todos los casos puede demandarse la

reparación de los daños y el juez puede

disponer la publicación de la sentencia.

Las acciones pueden ser ejercidas ex-

clusivamente por el interesado; si ha fa-

llecido, por sus descendientes, cónyuge

o conviviente, y a falta de éstos, por los

ascendientes o hermanos”.

Además se regulan distintos supues-

tos del apellido; en este sentido el artí-

culo 65 señala: “La persona menor de

edad sin filiación determinada debe ser

anotada por el oficial del Registro del Es-

tado Civil y Capacidad de las Personas

con el apellido que está usando, o en su

defecto, con un apellido común”.

Se prevé en el artículo 66 un caso es-

pecial: “La persona con edad y grado de

madurez suficiente que carezca de ape-

llido inscripto puede pedir la inscripción

del que está usando”.
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3- Borda, Guillermo., Tratado de derecho civil. Tomo I,Parte general, Editorial Perrot, pág. 292, Buenos Aires,1999.
4- Julio Cesar Rivera, Luis Daniel Crovi. Derecho Civil Parte General, pág. 331.Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2016.
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individualización ante

la sociedad.



Para el caso de los cónyuges el artí-

culo 67 dispone: “Cualquiera de los

cónyuges puede optar por usar el

apellido del otro, con la prepo-

sición “de” o sin ella. La per-

sona divorciada o cuyo

matrimonio ha sido de-

clarado nulo no puede

usar el apellido del otro

cónyuge, excepto que,

por motivos razonables,

el juez la autorice a con-

servarlo. El cónyuge viudo

puede seguir usando el

apellido del otro cónyuge

mientras no contraiga nuevas

nupcias, ni constituya unión convi-

vencial”.

Para el caso del hijo adoptivo, el artí-

culo 68 dispone que “El nombre del hijo

adoptivo se rige por lo dispuesto en el

Capítulo 5, Título VI del Libro Segundo

de este Código”.

El Código Civil y Comercial prevé tres

tipos de adopción; la adopción plena, la

adopción simple y la adopción de inte-

gración.

Para la adopción Plena el artículo 626

dispone que el apellido del hijo por

adopción plena se rige por las siguien-

tes reglas: a) si se trata de una adopción

unipersonal, el hijo adoptivo lleva el

apellido del adoptante; si el adoptante

tiene doble apellido, puede solicitar que

éste sea mantenido; b) si se trata de una

adopción conjunta, se aplican las reglas

generales relativas al apellido de los

hijos matrimoniales; c) excepcional-

mente, y fundado en el derecho a la

identidad del adoptado, a petición de

parte interesada, se puede solicitar agre-

gar o anteponer el apellido de origen al

apellido del adoptante o al de uno de

ellos si la adopción es conjunta; d) en

todos los casos, si el adoptado cuenta

con la edad y grado de madurez sufi-

ciente, el juez debe valorar especial-

mente su opinión.

En la adopción simple, el artículo 627

señala que la adopción simple produce

los siguientes efectos: d) el adoptado

que cuenta con la edad y grado de ma-

durez suficiente o los adoptantes, pue-

den solicitar se mantenga el apellido de

origen, sea adicionándole o antepo-

niéndole el apellido del adoptante o uno

de ellos; a falta de petición expresa, la

adopción simple se rige por las mismas

reglas de la adopción plena;

Finalmente se prevé la adopción de

integración, en este caso el código no

trae normas especiales sobre el apellido,

pero aclara en el artículo 630 que se

mantiene el vínculo filiatorio entre el

adoptado y su progenitor de origen,

cónyuge o conviviente del adoptante.

De este modo el menor mantendrá el

apellido de su progenitor.

“El apellido de los hijos antes y 

después de la reforma del Código

Civil y Comercial de la Nación”

A continuación, se va a desarrollar el

tema principal del trabajo, que es el ape-

llido de los hijos en el nuevo Código

Civil y Comercial.

El nuevo Código Civil y Comercial de

la Nación derogó la Ley del Nombre de

las Personas Naturales (ley 18.248); esta

ley en el art. 4°, establecía el principio

general en materia de adquisición de

apellido de hijos matrimoniales y en el

art. 5 establecía el principio general en

materia de adquisición de apellido de

hijos extramatrimoniales.

Si se trata de hijos matrimoniales de

cónyuges de distinto sexo la regla esta-

blecía que llevaban el primer apellido

del padre y a pedido de los progenitores

podía inscribirse el apellido compuesto

del padre o agregarse el de la madre. Si

el interesado deseaba llevar el apellido

compuesto del padre, o el materno,

podía solicitarlo ante el Registro del Es-

tado Civil desde los dieciocho años. Los

hijos matrimoniales de cónyuges del

mismo sexo llevarían el primer apellido

de alguno de ellos.

También se estipulaba que a pedido

de éstos podía inscribirse el apellido

compuesto del cónyuge del cual tuviera

el primer apellido o agregarse el del otro
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cónyuge y si no había acuerdo acerca

de qué apellido llevaría el adoptado, si

sería compuesto, o sobre cómo se inte-

graría, los apellidos se ordenarían alfa-

béticamente. Además, si el interesado

deseaba llevar el apellido compuesto del

cónyuge del cual tuviera el primer ape-

llido, o el del otro cónyuge, podía soli-

citarlo ante el Registro del Estado Civil

desde los dieciocho años.

El apellido una vez adicionado no

podía suprimirse y se establecía que

todos los hijos debían llevar el apellido y

la integración compuesta que se hu-

biera decidido para el primero de los

hijos.

El art. 5° de la ley 18.248 establecía el

principio general en materia de adqui-

sición de apellido de hijos extramatri-

moniales.

En caso de haber sido reconocido por

uno sólo de sus progenitores le corres-

pondía su apellido, para el caso de ha-

berlo sido por los dos, simultánea o

sucesivamente, llevaba el apellido del

padre. Podía agregarse el de la madre,

en la forma dispuesta en el artículo 4°. 

Sin embargo, si el reconocimiento del

padre era posterior al de la madre, podía,

con autorización judicial, mantenerse el

apellido materno cuando el hijo había

sido públicamente conocido por éste. El

hijo estaba facultado, con autorización

judicial, para hacer la opción dentro de

los dos años de haber cumplido los die-

ciocho años, de su emancipación o del

reconocimiento paterno, si fuera poste-

rior. Si la madre fuera viuda, el hijo lle-

varía su apellido de soltera.

En el año 2010 se sanciona la ley de

matrimonio igualitario N° 26.618 donde

se estableció el principio de autonomía

de la voluntad en materia de asignación

del apellido de los hijos de uniones ho-

mosexuales, pudiendo los padres elegir

que su hijo lleve el apellido de alguno de

ellos, y en caso de desacuerdo, se deter-

minó el orden alfabético de los apelli-

dos; en cambio las parejas

heterosexuales estaban obligadas a co-

locar a sus hijos el apellido del padre en

primer lugar. De esta manera se puede

observar que desde antes de la sanción

del nuevo Código Civil, nos encontrá-

bamos con una doble regulación en

materia de asignación de apellidos para

hijos de personas del mismo sexo o no. 

En el artículo 64 del Código Civil y

Comercial se establece la regla para la

determinación del apellido de los hijos.

¨El hijo matrimonial lleva el primer

apellido de alguno de los cónyuges; en

caso de no haber acuerdo, se determina

por sorteo realizado en el Registro del

Estado Civil y Capacidad de las Perso-

nas. A pedido de los padres, o del inte-

resado con edad y madurez suficiente,

se puede agregar el apellido del otro¨.

De esta manera se ha introducido un

cambio fundamental en nuestra legis-

lación ya que se puede poner al hijo

matrimonial el primer apellido de cual-

quiera de los padres. Así, se permite ele-

gir el llamado apellido de familia con

una limitación impuesta por la misma

norma “Todos los hijos de un mismo

matrimonio deben llevar el apellido y la

integración compuesta que se haya de-

cidido para el primero de los hijos”.

El Código dispone que el hijo que

cuenta con edad y madurez sufi-

ciente, puede solicitar la agrega-

ción del apellido del otro

progenitor. De este modo, se

incorpora el principio de ca-

pacidad gradual de los niños

y adolescentes, consagrado

en el art. 12 CDN. En él se

garantiza que los niños que

estén en condiciones de

formarse un juicio propio

gozan del derecho a expresar

libremente su opinión en todos

los asuntos que los afectan, te-

niéndose debidamente en cuenta

sus opiniones, en función de su edad y

madurez.

“El hijo extramatrimonial con un solo

vínculo filial lleva el apellido de ese pro-

genitor. Si la filiación de ambos padres

se determina simultáneamente, se

aplica el primer párrafo de este artículo.
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A partir del momento
en que el Código dis-
pone que el hijo, que

cuenta con edad y ma-
durez suficiente, puede
solicitar la agregación
del apellido del otro
progenitor, se incor-

pora el principio de ca-
pacidad gradual de los
niños y adolescentes,
consagrado en el artí-

culo 12 de la CDN.



Si la segunda filiación se determina des-

pués, los padres acuerdan el orden;

a falta de acuerdo, el juez dis-

pone el orden de los apelli-

dos, según el interés

superior del niño”.

El hijo extramatrimo-

nial lleva el apellido del

padre que lo reconoce,

pero si ambos proge-

nitores asumen su res-

ponsabilidad parental,

puede llevar el apellido

de cualquiera de los cón-

yuges, pero si la segunda fi-

liación se determina después,

ambos padres deberán acordar el

orden de los apellidos. En caso que no

lleguen a un acuerdo, el juez va a decidir

cuál de los apellidos llevará el hijo extra-

matrimonial, teniendo como pauta el

interés superior del niño.

Por primera vez, tras la implementa-

ción del nuevo Código Civil y Comer-

cial de la Nación, el Registro Civil de

Paraná, debió sortear el orden de apelli-

dos de un menor por falta de acuerdo de

los progenitores. De este modo, se rea-

lizó un sorteo para decidir el orden de

los apellidos del padre y la madre por

falta de acuerdo, algo inusual, porque

generalmente los progenitores llegan a

las oficinas del Registro Civil habiendo

acordado previamente el orden en que

inscribirán a los hijos.

La equiparación de derechos entre

ambos padres para la elección del ape-

llido de los hijos es una consecuencia

de la igualdad absoluta que existe entre

los cónyuges reconocida en nuestro

derecho a partir de la Convención sobre

la eliminación de todas las formas de

discriminación contra la Mujer.

“Jurisprudencia en la 

provincia de Misiones”

El fallo que va a ser analizado se en-

cuentra caratulado como “Expte. Nº

xxx/2015. S. F. A. s/ Rectificación de

Nombre y/o Apellido”5. Se trata de una

sentencia de Primera Instancia del Juez

de Familia Dr. José Gabriel Moreira, de

Oberá, Misiones, del 28 de septiembre

de 2016.

En cuanto a los hechos se presenta el

Sr. S. F. A., en representación de su hijo

menor A., M. L., solicitando la modifica-

ción del apellido de su hijo por el de S.

A. Expresa que mantuvo una relación

amorosa con la Sra.  G. M. A., producto

de la cual nació M. L., desde el mo-

mento que tomó conocimiento de la

paternidad decidió reconocer al niño,

pero por resistencia de la demandada el

reconocimiento se retrasó un año.

Señala que tiene muy buena relación

con M., que se ven periódicamente,

contribuyendo además en los gastos de

crianza. El niño por su corta edad no

asiste a establecimientos educativos,

por esta razón solicita el cambio de ape-

llido de uso, el primer apellido por el pa-

terno.

Conforme a las pruebas se ha acredi-

tado correctamente que el actor es el

padre del menor, conforme surge del

acta de reconocimiento de la partida de

nacimiento del mismo. Siendo la par-

tida un documento público que hacen

plena fe por haber sido pasados ante

funcionario público, que se hace nece-

sario ordenar mediante sentencia la

rectificación de aquella, a fin de estable-

cer en la esfera social de M. L., su verda-

dera identidad.

El juez, basándose en el artículo 64 del

Código Civil y Comercial, hace lugar

parcialmente a la demanda del actor or-

denando mantener el apellido materno

del menor M. L. A. en primer lugar, adi-

cionándose posteriormente el del padre

S. F. A., ya que así es como lo conocen

en su entorno social, cultural y familiar

desde su nacimiento, y teniendo en

cuenta que el derecho al nombre, con-

sagrado en los tratados internacionales,

no se articula con el emplazamiento fi-

lial, sino que posee su propia autono-

mía, en la que debe tenerse en cuenta la

cara dinámica de la identidad, es decir
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La equiparación de de-
rechos entre ambos
padres para la elección
del apellido de los hijos
es una consecuencia
de la igualdad absoluta
que existe entre los
cónyuges reconocida
en nuestro derecho a
partir de la Conven-
ción sobre la elimina-
ción de todas las
formas de discrimina-
ción contra la mujer.



su uso en los diferentes ámbitos de la

vida social y familiar. 

Como se puede observar el juez al

momento de tomar la decisión del caso

se basó en el artículo 64, párrafo se-

gundo del Código Civil y Comercial

para determinar el orden del apellido.

En este caso, como la segunda filiación

se determinó después, el niño ya había

sido inscripto con el apellido de la

madre, y el juez decidió mantenerlo en

primer lugar, ya que así es como lo co-

nocen al menor desde su nacimiento.

En este sentido, es importante desta-

car la Convención sobre los Derechos

del Niño, que en el artículo 7 señala que:

“El niño será inscripto inmediatamente

después de su nacimiento y tendrá de-

recho desde que nace a un nombre, a

adquirir una nacionalidad y, en la me-

dida de lo posible, a conocer a sus pa-

dres y a ser cuidado por ellos”. 

Así mismo el artículo 8 dispone que

“Los Estados Partes se comprometen a

respetar, el derecho del niño a preservar

su identidad, incluidos la nacionalidad,

el nombre y las relaciones familiares...”.

Por su parte, el art. 18 de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Huma-

nos establece: “… Toda persona tiene

derecho a un nombre propio y a los

apellidos de sus padres o al de uno de

ellos”. 

Desde hace muchos años y como

consecuencia de la organización pa-

triarcal de la familia, se impuso en nues-

tra sociedad la idea de que los hijos

debían llevar el apellido del padre en pri-

mer lugar, esta situación estaba recep-

tada por los arts. 4 y 5 de la ley 18.248,

actualmente derogada por el artículo 64

del Código Civil y Comercial de la Na-

ción. Como se ve la ley 18.248 no hacía

más que vulnerar el principio de igual-

dad y la prohibición de no discrimina-

ción consagrada en el art. 16 de la

Constitución Nacional y en los tratados

internacionales.

A medida que fue evolucionando la

sociedad, también lo hizo la propia fa-

milia, donde se fue remplazando el sis-

tema patriarcal por otro, basado en el

principio de igualdad de las personas

sin tener en cuenta su sexo. 

Esta situación se vio reflejada en las

distintas leyes y en la incorporación de

diversos tratados internacionales con

jerarquía constitucional que contienen

normas protectorias del derecho a la

igualdad y prohíben el trato discrimina-

torio por razones de género. 

En este sentido, la Convención sobre

la Eliminación de todas las Formas de

Discriminación contra la Mujer, en el

art. 2º dispone: “Los Estados Partes con-

denan la discriminación contra la mujer

en todas sus formas (...), se comprome-

ten a: b) Adoptar medidas adecuadas,

legislativas y de otro carácter, con las

sanciones correspondientes, que prohí-

ban toda discriminación contra la

mujer”.

En forma concordante, el art. 16 de la

Convención establece que “Los Estados

Partes adoptarán todas las medidas ade-

cuadas para eliminar la discriminación

contra la mujer en todos los asuntos re-

lacionados con el matrimonio y las re-

laciones familiares..., inciso d) Los

mismos derechos y responsabilidades

como progenitores, cualquiera que

sea su estado civil, en materias re-

lacionadas con sus hijos”. 

De esta manera se puede

observar que el nuevo Có-

digo Civil y Comercial re-

cepta el derecho a la

igualdad de hombres y mu-

jeres, de padre y madre,

consagrando como regla

que es la voluntad de los pro-

genitores y no de la ley la que

determina el apellido de los

hijos.

“Jurisprudencia a nivel Nacional”

Antes de la entrada en vigencia del

nuevo código civil y comercial hubo fa-

llos donde se ordena inscribir a un

menor con el apellido materno en pri-

mer lugar.

El fallo se encuentra caratulado como
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A medida que fue 
evolucionando la 

sociedad, también lo
hizo la propia familia,

donde se fue 
reemplazando el 

sistema patriarcal por
otro basado en el 

principio de igualdad
de las personas 

sin tener 
en cuenta
su sexo.



“Expte. N° 1096/10P. C. E.  C/ PA. H. G. S/

Demanda de Filiación”6. En este sentido,

el Tribunal Colegiado de Familia N° 5 de

los Tribunales de Rosario, resolvió de-

clarar la inconstitucional del art. 5° pá-

rrafo 2 de la ley 18.248 por considerarlo

discriminatorio para la mujer; y ordenar

al Registro Civil y Capacidad de las Per-

sonas a que se inscriba a un niño de 4

años con el apellido materno en primer

término y el paterno en segundo lugar. 

El niño nació como fruto de una rela-

ción extramatrimonial de sus padres y

fue criado desde un principio por su

madre, quien lo inscribió en el Registro

Civil con su apellido, ya que su padre se

negaba a reconocerlo como propio, du-

dando de su paternidad. El señor ter-

minó reconociendo a su hijo luego de

un análisis de ADN realizado en común

acuerdo con su expareja, pero exigió

que se inscribiera al niño con su ape-

llido en primer lugar y el de la madre en

segundo término, a lo que se opuso la

mujer.

Los jueces tuvieron en cuenta al mo-

mento de resolver que el niño durante 4

años desarrolló su vida social con el

apellido de la mamá y cambiarlo sería

perjudicial para el menor. 

Otro fallo donde se puede observar el

mismo criterio en cuanto el orden de los

apellidos, se encuentra caratulado como

“Recurso de hecho deducido por el Go-

bierno de la Ciudad de Buenos Aires en

la causa D. l. P., V. G. y otro c/ Registro

del Estado Civil y Capacidad de las Per-

sonas s/ amparo”7. 

En cuanto a los hechos, los cónyuges

dedujeron acción de amparo para que

se les autorizara a inscribir a su futuro

hijo matrimonial con el apellido de la

madre seguido del correspondiente al

del padre ante el Registro del Estado

Civil y Capacidad de las Personas. Soli-

citaron que se declarara la inconstitu-

cionalidad de los arts. 4° y 5° de la ley

18.248, modificada por la ley 26.618, ya

que entendían que lesionaban el dere-

cho a la igualdad ante la ley entre inte-

grantes del matrimonio y colisionaban

con el principio de la no discriminación

en razón del sexo, además de requerir

una medida cautelar anticipatoria para

poder inscribir a su hijo en la forma pre-

tendida.

Frente a la dilación del proceso, sin

existir pronunciamiento sobre la me-

dida, y ante el nacimiento del niño ocu-

rrido el 22 de junio de 2012, los actores

manifestaron que el niño fue inscripto

con el apellido del padre seguido del de

la madre, sin perjuicio de continuar con

el pleito para obtener una oportuna rec-

tificación de la partida de nacimiento.

La Sala E de la Cámara Nacional de

Apelaciones en lo Civil revocó la deci-

sión de primera instancia que había re-

chazado la demanda, y con sustento en

los arts. 16 de la Constitución Nacional

y el artículo 16 de la Convención sobre

la Eliminación de todas Formas de Dis-

criminación contra la Mujer, declaró la

inconstitucionalidad del art. 4 de la ley

18.248. De esta manera, la cámara ad-

mitió la demanda, dispuso que se ins-

cribiera al menor con el apellido

materno y después el paterno, y que se

rectificara la partida, ya que se encon-

traba inscripto en el Registro del Estado

Civil y Capacidad de las Personas.

Contra dicho pronunciamiento el

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires

dedujo recurso extraordinario que, de-

negado, dio origen a la presente queja.

Corresponde señalar que encontrán-

dose la causa en estudio del Tribunal, en

agosto de 2015 entró en vigencia el Có-

digo Civil y Comercial de la Nación

aprobado por la ley 26.994, donde de-

rogó, entre muchas otras, la ley  18.248.

En tales condiciones, resulta inofi-

cioso que la Corte se pronuncie sobre

los agravios vinculados con la constitu-

cionalidad de la ley 18.248, ya que su vi-

gencia ha fenecido por imperativo legal,

y cuyo contenido material ha sido rede-

finido por el Código Civil y Comercial

de la Nación en su art. 64, dicha norma

dispone que “El hijo matrimonial lleva el

primer apellido de alguno de los cónyu-

ges; en caso de no haber acuerdo, se

determina por sorteo realizado en el Re-

gistro del Estado Civil y Capacidad de las

Personas. A pedido de los padres, o del

interesado con edad y madurez sufi-

ciente, se puede agregar el apellido del

otro. Todos los hijos de un mismo ma-

trimonio deben llevar el apellido y la in-

tegración compuesta que se haya

decidido para el primero de los hijos”.

El Tribunal resuelve: Declarar inofi-

cioso el pronunciamiento sobre la

constitucionalidad de la derogada ley

18.248, y dispone que el recurrente pro-

ceda a rectificar la actual inscripción del

niño en el sentido pretendido por los

actores, pedido que encuentra respaldo

en el art. 64 del Código Civil y Comercial

de la Nación. 

Finalmente se va a analizar un re-

ciente fallo del 29 de mayo del presente

año, sobre el orden de los apellidos con

que debe inscribirse la filiación de un

joven. Éste se encuentra caratulado

como "A. N. S. C/ B. D.S/ Ordinario filia-

ción" – Cámara Segunda de Apelacio-

nes en lo Civil y Comercial de Paraná

(Entre Ríos). 

En una demanda de filiación, la Jus-

ticia de Entre Ríos determinó que el

niño era hijo extramatrimonial de un

hombre que no lo había reconocido, por

lo que el fallo dispuso inscribirlo como

descendiente directo y anotar su ape-

llido paterno en primer término, despla-

zando al apellido materno que hasta ese

momento llevaba el adolescente.

Sin embargo, el juez de primera ins-

tancia decidió modificar los alcances del

fallo respecto al orden de los apellidos

con que debía ser inscripta la filiación.

El juez entendió que la modificación

solicitada de inscribir al actor como hijo

del demandado pero manteniendo el

apellido materno en primer término y el

de su padre en segundo lugar no causa
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ningún perjuicio, sino que beneficia al

accionante, ya que durante un tiempo

importante de su vida ha sido conocido

e identificado en su medio con el ape-

llido de la madre. También destacó que

el joven no conocía a su padre.

La Sala III de la Cámara Segunda de

Apelaciones en lo Civil y Comercial de

Paraná integrada por los jueces Virgilio

Galanti, Valentina Ramírez Amable y

Andrés Marfil, coincidió con este fallo y

confirmó la sentencia que modificó el

orden de los apellidos con que debía ser

inscripta la filiación. 

Además afirmaron que el adolescente

llevaba 15 años identificándose con el

apellido de su madre.

El Tribunal de Alzada consideró que

no se modificó el aspecto sustancial del

pronunciamiento, ya que el actor sigue

siendo hijo extramatrimonial del de-

mandado, sino solo el orden de los ape-

llidos.

El juez Marfil, expresó que "el nombre

es parte fundamental de la identidad de

la persona y la identidad no es otra cosa

que la proyección de la propia existen-

cia individual en su contexto social".

De ese modo el joven, llevará el ape-

llido materno como primera identifica-

ción. 

El fallo fundamentó la resolución en

el Interés Superior del Niño, y en el artí-

culo 64 del Código Civil y comercial

donde se afirma que cuando la segunda

filiación se determina después y no hay

acuerdo entre los progenitores, el juez

dispone el orden de los apellidos.

Desarrollo
Teniendo en cuenta todo lo dicho an-

teriormente, he llegado a la conclusión

de que el nuevo Código Civil y Comer-

cial, desde su entrada en vigencia, ha

implicado un gran cambio en materia

del orden de apellido de los hijos. 

Se pudo ver que consagra el principio

de la igualdad entre el hombre y la

mujer, eliminando las disposiciones del

antiguo ordenamiento que contenían

pautas discriminatorias al momento de

elegir el orden de apellido para sus hijos. 

De este modo, el apellido del padre

dejó de tener prioridad, y ahora ambos

padres se encuentran en igualdad de

condiciones para decidir qué apellido

usará su hijo, ya que se permite como

primer apellido el de la madre o el del

padre.

Por lo tanto, destaco que este Código

Civil y Comercial ha significado un gran

avance en los derechos humanos, ya

que reconoce que existe un nuevo de-

recho familiar donde hay espacio para

las nuevas formas familiares que inte-

gran nuestra sociedad actual.
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